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    Introducción


    Los derechos humanos en el Antropoceno: nuevas prácticas y narrativas sobre derechos humanos y medio ambiente desde el Sur Global


    César Rodríguez Garavito


    En 2009, la Comisión Internacional de Estratigrafía designó a treinta y cinco expertos de todo el mundo para determinar si hemos entrado en una nueva época geológica. La pregunta era si el Holoceno, que comenzó 11.700 años atrás, fue reemplazado por el Antropoceno, la primera época marcada por los cambios profundos sobre la Tierra causados por una sola especie, los humanos.


    Tras múltiples estudios y deliberaciones, en 2016 los científicos llegaron a una conclusión casi unánime: en efecto, estamos creando (y destruyendo) un planeta a nuestra imagen y semejanza. Recomendaron a la Comisión declarar la existencia de la nueva época y fijar sus orígenes en los años cincuenta del siglo pasado. Los expertos estiman que los rastros del plástico –en las rocas, en los mares, en los estómagos de los peces y las aves– probablemente serán la huella más visible que dejaremos para la posteridad. En los fósiles del Antropoceno, los científicos del futuro no encontrarán residuos de nuestros libros, nuestras viviendas o nuestros monumentos, sino pedazos de botellas de agua, tapas de recipientes y jirones de bolsas de supermercado.


    Para los estudiosos y practicantes de los derechos humanos, el Antropoceno plantea desafíos sin precedentes. La extrema degradación ambiental (cambio climático, escasez de agua, extinción rápida de especies y bosques, contaminación descontrolada) se convirtió en una de las amenazas más graves para los derechos humanos. Después de todo, estos no tienen mucho sentido si lo que está en peligro es la vida sobre el planeta.


    Nuestros tiempos son la antesala de la posible sexta gran extinción, la de miles de especies a causa del cambio climático, la de los corales que se están convirtiendo en esponjas inertes por la acidificación de los océanos, o los anfibios que sucumben alrededor del globo. Sería el primer cataclismo provocado por una especie viviente, comparable al del meteorito que generó la quinta extinción y liquidó la era de los dinosaurios (Kolbert, 2015).


    Para que no nos ocurra como a los dinosaurios, sorprendidos por el meteorito, la nueva generación de académicos y activistas de derechos humanos, a la que pertenecen los autores de los capítulos de este libro, tendrá que desarrollar formas jurídicas, políticas, investigativas y narrativas que enfrenten los desafíos del Antropoceno y profundicen las conexiones entre los derechos humanos y la justicia ambiental.


    Para ello, pueden tomar como partida innovaciones promisorias que están en curso. En cuanto a las estrategias jurídicas y políticas, el sistema internacional de los derechos humanos está acercándose cada vez más al reconocimiento de un derecho al medio ambiente sano. Al menos desde la Declaración de Estocolmo de 1972 de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, la sociedad civil y los actores estatales han invocado ese derecho, aunque no se haya incorporado formalmente en un instrumento jurídico internacional. A medida que dicho derecho se fue incorporando en las diversas constituciones, se convirtió en un componente estándar de las cartas de derechos, las políticas públicas y el litigio en más de la mitad de los países del mundo (Boyd, 2012). Y gracias a los informes y recomendaciones recientes de John Knox, el relator especial de la ONU sobre derechos humanos y medio ambiente, su estatus internacional es cada vez más reconocido (Knox y Pejan, 2017).


    Invocar un derecho al medio ambiente sano implica hacer una afirmación fuerte sobre la importancia central de un ambiente adecuado para una vida digna (Rodríguez Garavito, 2017). Además de su papel esencial en el disfrute de otros derechos humanos, el derecho al medio ambiente sano tiene un significado ético intrínseco. Protege específicamente las condiciones básicas para la existencia individual y comunitaria que cada vez se encuentran más amenazadas por el estrés ecológico: la relación de los seres humanos con el entorno en que han vivido, la posibilidad de permanecer en su hábitat y desarrollar una relación sostenible con la naturaleza, los derechos de las generaciones futuras a disfrutar de un planeta habitable, e incluso el reconocimiento potencial de ciertos derechos a animales no humanos y entidades naturales. Esta aproximación moral y jurídica también implica darle una consideración especial al derecho ambiente sano en casos y situaciones concretas en que las reivindicaciones basadas en otras aproximaciones morales y económicas pueden apuntar en la dirección contraria (por ejemplo, argumentos utilitarios sobre la prioridad del crecimiento económico a corto plazo).


    La afirmación del derecho al medio ambiente sano tiene dos efectos. Desde un punto de vista moral y jurídico, actualiza el enfoque de derechos humanos a las condiciones del Antropoceno. Desde una perspectiva política, se suma a la “política de la nueva Tierra” (New Earth politics), el conjunto de discursos y estrategias de movilización colectiva en las escalas local, nacional y global basados en la idea de que “los seres y las prácticas humanas están imbricadas profundamente en flujos y procesos naturales” y en “una ciencia de los sistemas de la Tierra que resalta la profunda conexión material entre los seres humanos, independientemente de las fronteras dibujadas por los estados sobre esa Tierra” (Deudney y Mendenhall, 2016: 54). El futuro de las prácticas y las teorías de los derechos humanos, por tanto, dependerá de la conexión que puedan establecer con formas de biopolítica que conciben el planeta como una totalidad –como “una red global de vida”, en las palabras pioneras de Alexander von Humboldt (Wulf, 2016)– y se oponen a los populismos nacionalistas que vienen erosionando tanto los derechos humanos como el medio ambiente, desde la India hasta los Estados Unidos, desde Ecuador hasta Filipinas.


    Durante décadas, los activistas ambientales han usado el lenguaje de los derechos humanos. Basta recordar a Chico Mendes en Brasil, Ken Saro-Wiwa en Nigeria y los miembros de Greenpeace en todo el mundo. El entrelazamiento entre ambiente y derechos es aún más cercano en movimientos contemporáneos como los analizados en estas páginas: los pueblos indígenas que vinculan su lucha por los derechos culturales con la movilización contra el cambio climático en la Amazonía brasileña o en la provincia de Mindanao en Filipinas; los campesinos que se resisten a la agricultura industrial y a la minería en Ghana, Ecuador o México; los jóvenes activistas urbanos en la India o Buenos Aires.


    Narrativas anfibias sobre los derechos humanos en el Antropoceno


    La complejidad del Antropoceno desafía nuestro entendimiento y nuestra imaginación. “Si se puede decir que el Antropoceno ‘tiene lugar’, lo tiene en espacios a escalas inmensas y en vastas duraciones de tiempo –escribió Macfarlane (2016)–. Involucra millones de agentes interconectados, desde moléculas de metano hasta metales de tierras raras, campos magnéticos, teléfonos inteligentes y mosquitos.”


    De ahí que el Antropoceno precise no sólo nuevas formas de teoría y práctica, sino también de escritura que se adapten a la estructura descentralizada de la época. Tal como lo han venido haciendo los periodistas narrativos (Kolbert, 2015; Vince, 2015), los estudiosos y practicantes de derechos humanos deben tejer las conexiones globales de los casos locales para detectar causas, consecuencias y respuestas a las acciones que afectan los derechos humanos y el medio ambiente.


    Este libro y la iniciativa de Dejusticia que lo originó buscan promover este tipo de narrativas. Para ello, propone un nuevo tipo de acercamiento a los derechos humanos que se caracteriza por tres rasgos. En primer lugar, se trata de una escritura reflexiva, cuyos autores son los propios activistas que trabajan directamente en las organizaciones y en el terreno, y se detienen a pensar sobre el potencial, los logros y los desafíos de su conocimiento y su práctica.


    En este sentido, el libro y el proyecto de Dejusticia que describiré buscan amplificar la voz de los defensores de derechos humanos en las discusiones académicas y prácticas sobre el futuro del campo, que tienden a estar dominadas por investigaciones hechas desde la academia. En el espíritu del tipo de investigación-acción –que en otro lugar he llamado “investigación anfibia” (Rodríguez Garavito, 2013)–, los textos combinan las fortalezas metodológicas y analíticas de la investigación académica con la experiencia práctica de los autores y las organizaciones y comunidades con las que trabajan. El objetivo es promover un nuevo género híbrido que resulte tan robusto como relevante, y que contribuya a mantener y ampliar la ventana de reflexividad y de discusión dentro del campo de los derechos humanos y su conexión con la justicia ambiental.


    Un segundo componente del género que se propone en esta obra es la escritura narrativa. En parte por el dominio desmedido del lenguaje y el conocimiento jurídicos en el mundo de los derechos humanos, la escritura que predomina es propia de informes técnicos y alegatos legales. Si bien ha obtenido logros notables durante décadas, este género les impidió a las organizaciones y a los activistas compartir y comunicar de manera eficaz las historias que viven o conocen de primera mano: las de las víctimas, las campañas, los dilemas morales, las injusticias, las victorias, etc. Abrir el campo de los derechos humanos y la justicia ambiental a otros actores, saberes y audiencias implica contar estas historias, y contarlas bien. Para ello, los autores de los capítulos de este volumen se involucran en las historias, con la ayuda de técnicas tomadas de campos como el periodismo narrativo (Rodríguez Garavito, 2013).


    En tercer lugar, las historias provienen del Sur Global, desde los países y las regiones que han sido más objeto que sujeto del conocimiento y las decisiones en los campos de los derechos humanos y la justicia ambiental. En este sentido, intentan responder a los desafíos de un mundo más multipolar, a fin de contrarrestar las asimetrías organizativas, económicas y epistemológicas entre el Sur y el Norte que le restaron eficacia y legitimidad al movimiento global de derechos humanos. Los autores y autoras de los estudios son activistas-investigadores de África, América Latina, Medio Oriente y Sur o Sureste Asiático que pertenecen a organizaciones de derechos humanos y escriben desde esa perspectiva geográfica y profesional para enriquecer el diálogo global sobre el futuro del campo.


    El origen y la estructura de esta obra


    El presente libro forma parte de un proyecto de largo plazo, emprendido por Dejusticia como parte de su trabajo internacional. El proyecto gira en torno a un Taller Global de Investigación-Acción para Defensores Jóvenes de Derechos Humanos, que Dejusticia organiza cada año para contribuir a entrenar y conectar entre sí a los integrantes de una nueva generación de investigadores-actores.


    El taller desarrolla herramientas de investigación-acción, es decir, la combinación de investigación rigurosa e incidencia práctica en causas de justicia social. Durante diez días, Dejusticia reúne en Colombia a unos quince participantes y diez instructores expertos que dirigen talleres prácticos e interactivos sobre investigación, escritura narrativa, comunicación multimedia y reflexión estratégica acerca del futuro de los derechos humanos. El propósito es fortalecer la capacidad de los participantes para producir textos en estilos híbridos, que sean tanto rigurosos como atractivos para audiencias amplias. Los participantes son escogidos a partir de una propuesta de texto que se discute durante el taller y se desarrolla con la ayuda de un mentor experto durante los diez meses posteriores al evento, hasta llegar a versiones finales y publicables como las que integran este volumen.


    El taller también ofrece herramientas para aprovechar las nuevas tecnologías y traducir los resultados de las investigaciones y el activismo a formatos diversos, desde blogs, videos y multimedia hasta mensajes por redes sociales y artículos académicos. Por eso, además de los libros anuales que compilan los escritos de los participantes y las reflexiones de los instructores, el resultado del taller es un blog en español e inglés que publica semanalmente una entrada de uno de los egresados, escrita en el mismo género explicado antes. El título del blog, “Relatos anfibios: historias de derechos humanos desde el Sur Global”, se debe a que la investigación-acción es un trabajo “anfibio”, en cuanto sus practicantes se mueven entre diferentes ambientes y mundos, desde círculos académicos y políticos, hasta comunidades locales, medios de comunicación y organizaciones estatales. Para quienes se dedican a la promoción de los derechos humanos, esto implica, a menudo, transitar dichos mundos tanto en el Norte como en el Sur Global.


    Cada año, el taller se ocupa de un asunto de actualidad práctica. En 2014, el tema fueron las intersecciones entre los derechos humanos y la justicia ambiental que bosquejé al comienzo de esta introducción. Además de darles coherencia al libro y al grupo de participantes, la temática escogida determina en qué locación de Colombia se llevará a cabo el taller, ya que este no tiene lugar en un salón de clase o en oficinas convencionales, sino en medio de visitas de campo a comunidades y sitios donde ocurren las historias relevantes para el tema de que se trate. En 2014, por ejemplo, el taller recorrió la triple frontera amazónica entre Colombia, Brasil y Perú, donde se juega parte del futuro del pulmón del mundo.


    La estructura de este volumen refleja la del taller. La sección central del libro está compuesta por estudios sobre las imbricaciones mutuas entre los derechos humanos y la justicia ambiental en países del Sur Global, de la India a Brasil, de Filipinas a Ecuador, de Indonesia a la Argentina, de Ghana a México. Fiel al espíritu y la estructura del taller anual, la última parte del libro recoge las reflexiones de varios de los instructores que dirigieron las sesiones y trabajaron como mentores de los participantes durante el proceso de escritura.
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    Quiero terminar con un reconocimiento de la que sea quizá la deuda más grande para con los autores de los capítulos de este volumen. Tanto en el taller como después de él, creyeron con entusiasmo en la apuesta por la investigación-acción que les propuso Dejusticia y sacaron tiempo en medio de los afanes de la defensa de los derechos humanos para reflexionar, escribir, corregir y volver a escribir. Si el espacio que creamos para ellos y ellas les resulta útil para aportar a un movimiento de derechos humanos más eficaz, horizontal y creativo, este esfuerzo habrá valido la pena.
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    PARTE I


    Estudios

  


  
    1. El papel de los financiadores en la promoción de la (in)justicia ambiental[1]


    Un estudio de caso del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social y el financiamiento a la Central Hidroeléctrica de Belo Monte


    Caio Borges

    (Brasil)


    


    Corría la segunda semana de enero de 2013, pleno verano en el Hemisferio Sur. Desde 2010, cuando me mudé a São Paulo, tengo la sensación de que los primeros meses del año son cada vez más calientes y secos. Llegué a la oficina de Conectas, ubicada en un boulevard de mucho movimiento en el centro de la ciudad más rica y poblada de Brasil, cerca de las 14. El sol estaba en el cénit. El ruido de los automóviles, de los vendedores ambulantes y de los artistas callejeros podía oírse desde el quinto piso.


    Era mi primera reunión presencial con mi nueva jefa, la directora de programas de la institución, a quien le correspondería supervisar el desarrollo de la investigación para la cual yo había sido contratado. Ahí recibí mi misión: como consultor de un proyecto-piloto en el área de Empresas y Derechos Humanos, en seis meses debería entregar un informe de investigación sobre los criterios de derechos humanos aplicables en los financiamientos del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES).


    El producto final de la investigación salió al público dieciocho meses después, en agosto de 2014. Lo que estaba proyectado como una investigación de plazo limitado se transformó en algo mucho mayor. A lo largo de aquel año, y hasta hoy, comencé a estudiar en profundidad el papel y la responsabilidad de los financiadores en la protección del medio ambiente y de los derechos humanos. Pero no sólo emprendí el estudio desde una perspectiva académica, sino que también actué profesionalmente para perfeccionar las políticas y las prácticas del sector financiero con el propósito de que este segmento incorporara los más altos estándares de derechos humanos y las herramientas que garanticen la justicia ambiental. El objetivo final es que, mediante el sector financiero, empresas de todos los demás sectores se vean “inducidas” a adoptar esos estándares, que es la misión del Proyecto de Empresas y Derechos Humanos de Conectas.


    Hoy, casi cuatro años después de haber dejado el sector financiero privado, donde trabajaba en la creación de productos para inversores calificados e institucionales y en el análisis de la regulación bancaria internacional, no es exagerado afirmar que mi vida cambió radicalmente. Cuando salí del mercado financiero a cursar la maestría mi objetivo era regresar al derecho corporativo, pero esto cambió. Como abogado de derechos humanos en Conectas, mi mirada continúa enfocada en el sector financiero, pero ahora bajo una perspectiva muy diferente. En lugar de observar a los financiadores y pensar en cómo estructurar sus productos y servicios para mejorar el rendimiento a los accionistas, mi papel es enfocarme en esos mismos productos y servicios pensando en cómo convertirlos en vehículos para una sociedad más justa, igualitaria, sostenible y que respete los derechos humanos. Además, comencé a prestar atención a los financiadores públicos y bancos de desarrollo a los que, por su naturaleza peculiar, se les debe exigir niveles más altos de transparencia, consultas con las partes afectadas, rendición de cuentas a la sociedad, asignación de responsabilidades por eventuales fallas, y mecanismos más robustos de prevención y mitigación de daños ambientales y violaciones de derechos humanos.


    En este capítulo muestro algo de lo que aprendí y determinadas experiencias que viví al tomar el desafío de involucrar la justicia ambiental y los derechos humanos como elementos claves del financiamiento del desarrollo. Pretendo interrelacionar la dimensión más técnica y descriptiva del objeto de la investigación con reflexiones personales, ya que muchas de las inquietudes aún no tienen respuestas definitivas.


    El estudio de caso del que me ocupo es sobre el financiamiento del BNDES a la Central Hidroeléctrica de Belo Monte (UHE Belo Monte, por sus siglas en portugués). El BNDES es el tercer banco de desarrollo más grande en el mundo (en activos), y uno de los principales patrocinadores de proyectos que pueden contribuir de manera significativa tanto a la disminución como a la agudización de las injusticias ambientales. Por desgracia, muchos de los proyectos y programas financiados por este banco han profundizado, en la práctica, los patrones de exclusión social y de desigualdad en el acceso a la toma de decisiones sobre políticas y normas ambientales. La UHE Belo Monte, la tercera mayor de su género en el planeta cuando sea terminada, es un ejemplo de un proyecto financiado por el BNDES que produce graves impactos socioambientales y violaciones de derechos humanos. Este caso muestra que, en lugar de buscar modos de romper con los paradigmas vigentes de gobernanza que conducen a la injusticia ambiental, el BNDES ha aparecido como un actor vacilante en la búsqueda de soluciones eficaces y de largo plazo para garantizar a todos un usufructo igualitario y universal del patrimonio ambiental, y sobre todo para las minorías tradicionalmente marginalizadas y subrepresentadas en las instituciones democráticas.


    Este trabajo busca responder la siguiente pregunta: ¿cómo entiende el BNDES la justicia ambiental, y qué medios institucionales, legales y sociales existen (o pueden ser creados) para comprometer al banco en esta materia? Este caso, sin embargo, no agota el mundo del financiamiento del desarrollo y su relación con la justicia ambiental. Otras instituciones de financiamiento, públicas o privadas, enfocadas o no en el desarrollo, poseen patrones distintos, superiores o inferiores, que deben estudiarse para lograr una comprensión más holística del problema. Direccionar la mirada hacia uno de los principales bancos de desarrollo del mundo, basado en una economía emergente influyente, nos permite encontrar pistas para, al menos, comprender los principales desafíos y oportunidades que se presentan para abordar esta temática desde la perspectiva del Sur Global.


    BNDES: breve historia, formas de apoyo y gobernanza


    El banco fue creado en 1952 como instrumento para la elaboración de análisis de proyectos complejos y para ser el brazo del gobierno en la implementación de las políticas consideradas fundamentales en el despegue de la industrialización. Debía actuar como órgano formulador y ejecutor de la política nacional de desarrollo económico. Su papel como fuente de recursos para proyectos que demandaban financiamientos a largo plazo fue esencial, ya que hasta ese momento el sector privado del sistema financiero nacional operaba en gran medida con préstamos de corto plazo y de bajo riesgo, insuficientes para el crecimiento sustentado de cualquier economía moderna. La bibliografía económica concuerda en que la creación del BNDES fue decisiva para el desarrollo del capitalismo brasileño, ya sea desde el punto de vista del aporte de recursos para financiamientos de largo plazo y alto riesgo, o desde el papel que tuvo en la formación de una burocracia moderna, apta para la elaboración de estudios y para poner en marcha nuevos instrumentos esenciales para la promoción del desarrollo económico (Conectas, 2014).


    El BNDES asumió diversos papeles dependiendo de la política central del gobierno federal. Por tanto, entender de qué manera actuó es primordial para proponer cambios en la forma en que este banco evalúa sus inversiones, para promover la justicia ambiental y la protección de los derechos humanos. En ese sentido, el conocimiento técnico sobre el funcionamiento de bancos e intermediarios financieros en general amplía las posibilidades de actuación estratégica, de manera que cualquier persona que se sienta afectada por las actividades de una institución financiera pueda presentar quejas formales para minimizar los daños que eventualmente le sean impuestos.


    El apoyo del BNDES a empresas y emprendimientos puede ocurrir por medio de financiamientos directos (préstamos a un prestatario específico) e indirectos (préstamos a otro banco intermediario), consultoría para operaciones más complejas y participaciones societarias/actuación en el mercado de capitales (véase tabla 1.1).


    


    Tabla 1.1. Datos básicos sobre el BNDES


    
      
        
        
      

      
        
          	
            Año de fundación

          

          	
            1952

          
        


        
          	
            Estructura

          

          	
            Banco de desarrollo estatal (vinculado al Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio Exterior)

          
        


        
          	
            Control

          

          	
            Unión Federal (único accionista)

          
        


        
          	
            Desembolsos (2014)

          

          	
            187,8 billones de reales

          
        


        
          	
            Lucro líquido (2014)

          

          	
            8,6 billones de reales

          
        


        
          	
            Índice de Basilea[2] (2014)

          

          	
            15,4%

          
        


        
          	
            Principales afiliadas y subsidiarias

          

          	
            BNDES Participaciones S.A. (BNDESPAR), que actúa en el mercado de capitales; Agencia Especial de Financiamiento Industrial, dedicada al fomento de la producción y comercialización de máquinas y equipamientos; y BNDES PLC, cuya principal finalidad es el apoyo a la inserción internacional de empresas brasileñas y está ubicada en Londres (Reino Unido). Posee oficinas de representación en Montevideo (Uruguay) y Johannesburgo (Sudáfrica).

          
        


        
          	
            Segmentos de actuación

          

          	
            Infraestructura urbana, social, energética y logística; industria, pymes, agricultura, innovación, microcrédito, gestión de cambios climáticos, venture capital, private equity, exportación e importación.

          
        


        
          	
            Principales actividades

          

          	
            Financiamientos directos; indirectos (realizados por intermedio de agentes financieros, tales como los bancos comerciales, incluso exportación-importación); financiamientos que utilizan el Fondo de Garantías para Inversiones; operaciones en el mercado de capitales por medio de la subsidiaria BNDESPAR (como suscripción de acciones, títulos crediticios convertibles, cuotas de fondos de inversión y otros valores mobiliarios); consultoría para la estructuración de proyectos (concesiones, PPP, etc.) y operaciones societarias; asesoría para formulación de políticas públicas; producción de conocimiento.

          
        


        
          	
            Número de funcionarios

          

          	
            Aproximadamente 2000.

          
        

      
    


    Fuente: Elaboración propia a partir de datos del sitio web e informes anuales del BNDES.


    El BNDES participa en diversos sectores: petróleo y gas, agricultura, tecnología de la comunicación, minería, industrias de papel y celulosa, petroquímica, biocombustibles, automovilística, etc. Pero el sector que ha atraído más recursos desde principios de los dos mil fue sin duda el de infraestructura. Sólo entre 2010 y 2014, se destinaron más de 292 billones de reales en aeropuertos, puertos, autopistas, hidroeléctricas, termoeléctricas, parques eólicos, hidrovías, entre otras obras, en su mayoría realizadas en el ámbito de las dos ediciones del ambicioso Programa de Aceleración del Crecimiento (PAC), lanzado por el expresidente Lula en 2007, y continuado por su sucesora, Dilma Rousseff. El PAC es un conjunto de medidas destinadas a retomar las inversiones en sectores considerados estructurales, como la infraestructura social, urbana, logística y energética.


    El PAC y la coyuntura económica internacional adversa posterior a la gran crisis financiera de 2008, cuando el BNDES aumentó su cartera de préstamos mientras que los agentes económicos retraían sus inversiones en medio de un ambiente de incertidumbre y un elevado grado de inestabilidad, son las principales causas del considerable incremento de los desembolsos del BNDES durante los últimos diez años.


    


    Figura 1.1. Desembolsos del BNDES (2005-2014) (en billones de reales)


    [image: 115495.png]


    Fuente: Informes anuales del BNDES.


    Tradicionalmente, las actividades del BNDES se han costeado con el Fondo de Amparo al Trabajador (FAT), constituido por contribuciones obligatorias sobre nóminas salariales, importación de bienes y servicios y facturación en bruto de las empresas. La finalidad del FAT es proveer recursos para programas de fortalecimiento de la red de protección al trabajador, como el seguro de desempleo. De acuerdo con la Constitución Federal brasileña de 1988, 40% de los recursos del FAT están obligatoriamente destinados al BNDES. Sin embargo, desde que este último intensificó su actuación anticíclica (esto es, aumentó sus inversiones en respuesta a una contracción de la oferta de crédito por el sector financiero privado), en 2008, su volumen de desembolsos creció de manera considerable y, en función de la reglamentación prudencial del Banco Central de Brasil, requirió más recursos para asegurar sus operaciones (figura 1.1). Desde aquel año, el Tesoro cubre el déficit de capital que el FAT no puede suplir. Entre 2009 y 2015 se inyectaron 527 billones de reales en el BNDES mediante una autorización legal del Poder Ejecutivo, pero que necesariamente requiere la aprobación del Legislativo.


    El origen público de los recursos del BNDES es el “gancho” más fuerte para la sensibilización del público en general. Además, se esgrime también en las discusiones sobre las violaciones de derechos fundamentales de las poblaciones afectadas por los proyectos financiados por el banco.


    El financiamiento del BNDES y su impacto sobre la justicia ambiental y los derechos humanos


    Los bancos son, en esencia, instituciones con una capacidad singular para gerenciar riesgos; sin embargo, se trata de entidades particularmente vulnerables a las variaciones en el ambiente económico, político, institucional y social. Para garantizar el cumplimiento de los compromisos con sus acreedores (los depositantes, en el caso de los bancos comerciales; o los tenedores de deuda, como en el BNDES, que no capta depósitos del público en general), necesitan desarrollar modelos sofisticados y sistemas para afrontar diversas amenazas: riesgos de mercado (fluctuación en los precios), de liquidez (insuficiencia de recursos en caja para cumplir compromisos de corto plazo), u operacionales (fallas en sus procesos, rutinas y sistemas).


    En el riesgo operacional están involucrados los conflictos legales, y, muy importante para este caso, los ambientales. El Banco Central de Brasil define como riego ambiental “la posibilidad de ocurrencia de pérdidas a partir de daños socioambientales”.[3] Así, los bancos, sobre todo aquellos que financian actividades contaminantes o proyectos con potenciales impactos socioambientales, requieren internalizar diversas herramientas en sus procesos de selección, análisis, aprobación y monitoreo de la concesión del crédito para evaluar los potenciales riesgos que sus préstamos pueden generar sobre el medio ambiente y sobre grupos, poblaciones e individuos directa o indirectamente afectados.


    La mayoría de las instituciones de financiamiento del desarrollo (como los bancos nacionales de desarrollo, los bancos multilaterales de desarrollo y las agencias de crédito para la exportación) poseen reglas, procedimientos y herramientas de gestión cuyo propósito es prevenir, mitigar y eliminar impactos negativos y, en ciertos casos, compensar individuos y grupos afectados por proyectos y políticas dirigidas al desarrollo, sobre todo aquel que prioriza el crecimiento económico (Conectas, 2014).


    El BNDES es un ejemplo de institución que posee mecanismos de evaluación previa de impactos socioambientales y medidas para la mitigación. La internalización de criterios ambientales para la concesión de financiamientos por el BNDES se remonta a la década de 1970, pero recién en 2010 el banco estableció una política de responsabilidad socioambiental que contempla el análisis social y ambiental de beneficiarios y emprendimientos como uno de los instrumentos para implementar su responsabilidad en esta materia. Esto fue concebido como una de las contrapartidas constantes de los términos de un préstamo por el valor de mil trescientos millones de dólares firmado entre el BNDES y el Banco Mundial en el ámbito del Préstamo Programático de Política para el Desarrollo en Gestión Ambiental Sostenible Brasileña (conocido como SEM DPL, en referencia a la sigla en inglés de Sustainable Environmental Management Development Policy Loan).


    De acuerdo con el BNDES, la política corporativa de responsabilidad social y ambiental busca promover la sostenibilidad. De esta forma, la responsabilidad social y ambiental es “valorizar y garantizar la integración de las dimensiones social y ambiental en su estrategia, políticas, prácticas y procedimientos, en todas sus actividades y en la relación con sus diversos públicos” (BNDES, s.f.). Según el banco, en el ámbito operacional esas directrices y principios son traducidos en una política socioambiental que detalla los procedimientos para identificar y tratar los aspectos e impactos sociales y ambientales de los proyectos financiados, en las formas directa e indirecta no automática, en las diferentes fases del proceso de concesión del apoyo financiero. Uno de esos procedimientos es el “análisis socioambiental de proyectos”, que comprende las fases de marco; análisis, aprobación y contratación; y acompañamiento del proyecto (Conectas, 2014).


    A pesar de la existencia de esa política de responsabilidad corporativa y de los mecanismos internos de evaluación y medición de impactos socioambientales, cada vez más investigaciones dirigidas por organizaciones no gubernamentales y por el Ministerio Público hacen foco en los daños socioambientales y abusos de derechos humanos en el ámbito de proyectos financiados directa o indirectamente por el BNDES.


    Entre los ejemplos de violaciones de derechos humanos que esos casos evidenciaron están las condiciones degradantes de trabajo en el almacén de obras del complejo de las Centrales de Rio Madeira, en Rondonia, formada por las Centrales de Santo Antônio y Jirau (Plataforma Dhesca, 2011); la falta de realización adecuada de la consulta previa, libre e informada entre los pueblos indígenas afectados por la construcción de la UHE Belo Monte (Moraes, 2012) (analizada en las siguientes páginas) y los financiamientos frigoríficos que compran ganado oriundo de haciendas acusadas de contratación de mano de obra esclava en el cerrado (un tipo de vegetación) brasileño (Repórter Brasil, 2011).


    El objetivo de la investigación sobre el BNDES


    Decidimos que mi investigación no seguiría el formato y la metodología de los informes tradicionales elaborados por organizaciones de derechos humanos. Por esto me refiero a la investigación detalladísima sobre uno o más casos de violaciones de derechos humanos que involucran un gobierno o una empresa, o que requieren extensos trabajos de campo y numerosos métodos de recolección de datos (como entrevistas con las víctimas y demás actores claves y, dependiendo de la violación, exámenes de laboratorio y verificación in loco por geólogos, químicos, médicos, etc.). Este tipo de informe a menudo busca hacer irrefutables las denuncias de violaciones de derechos humanos no reconocidas por los perpetradores, y por eso su método de producción se basa en la constitución de evidencias obtenidas mediante fuentes primarias, como los testimonios de las propias víctimas.


    En el caso de la investigación para la cual fui contratado, las violaciones en el ámbito de los financiamientos del BNDES no eran el objeto principal a desarrollar. Nos mantendríamos más en el análisis de las fallas del marco jurídico-institucional que permite que se cometan violaciones mediante el apoyo financiero de esta institución. Entendíamos que ya había estudios sólidos basados en casos y pruebas de que los recursos del banco se utilizaban para cometer violaciones de derechos humanos y para proyectos ecológicamente insostenibles. Extraídas a partir del mapeo y el análisis inicial de fuentes secundarias, tales constataciones funcionarían como el punto de partida de la investigación.


    Un caso, sin embargo, exigía una mirada más profunda. Cuando se hace referencia a proyectos controvertidos bajo el aspecto socioambiental financiados por el BNDES, sin duda el más emblemático de todos, por su tamaño, su complejidad y su cobertura y escala de las violaciones es la UHE Belo Monte, que tuve la oportunidad de visitar en diciembre de 2013 y, por eso, la escogí como eje central de este capítulo.


    Mi visita a Altamira y Belo Monte: el testimonio de un desarrollo asimétrico financiado por el BNDES


    Llegué a Altamira, la ciudad más grande del área de influencia directa de la UHE Belo Monte, después de un vuelo de siete horas y media. Desde el avión pude observar parte de la obra; tarea sencilla porque el claro en medio de la selva era lo suficientemente grande para que no pasara desapercibido. En tierra sentí de inmediato el peso del aire húmedo de la Amazonía. Fue una oportunidad de última hora que duraría tres días. No se trataba de una “visita de campo”, sino de un motivo para establecer el diálogo con actores locales y ver de cerca un proyecto sobre el que ya había leído mucho. Y también, claro, de recolectar información que pudiera dotar de mayor consistencia a las futuras recomendaciones formuladas al BNDES y demás actores.


    Nunca antes había estado en el corazón de la Amazonía. Durante el vuelo observé aquella selva inmensa, densa, misteriosa y magnífica, y pensé en cómo los lugares comunes reproducen una imagen “esquizofrénica” de la Amazonía. Por un lado, todos sabemos que es un tesoro raro, frágil, y uno de los mayores depósitos de agua potable y de biodiversidad en el mundo, y que por eso debe ser preservada. Por otro, el ideario conservacionista a menudo cede frente a consideraciones utilitaristas sobre la explotación de recursos de la Amazonía y para garantizar un patrón de vida al cual no estamos dispuestos a renunciar. Ante esto, es común que las personas traten a la Amazonía de manera paternalista, decidiendo su futuro y el de las personas que tradicionalmente habitan sus territorios, tratando de establecer qué es “bueno” para ellas y para los otros.


    En el aeropuerto me esperaba Roberto, un “taxista” recomendado por organizaciones pares locales. En realidad, él no era taxista, pero se ganaba algún dinero con el servicio de transporte de pasajeros del aeropuerto hacia la ciudad, y entre el lugar de las obras y los pueblos indígenas. El flujo de personas en la región había aumentado tanto que fui advertido de que algunos, incluso aquellos que podrían verse beneficiados por mi trabajo, acaso me recibieran sin mucho entusiasmo. Las personas ya estaban cansadas de ser “objeto de estudio” y de ver pocos cambios en la práctica. Afortunadamente, en los días siguientes tuve la oportunidad de conversar con personas muy receptivas y amables, aunque fueran visibles las señales de agotamiento físico y emocional de los que formaban parte activa de la resistencia.


    Fuimos directo al hotel, que para los locales era “de lujo”, ya que tenía aire acondicionado, un desayuno aceptable y ducha caliente. Desde que la obra comenzó, no sólo el precio de los hoteles, sino también el de casi todos los servicios se había duplicado o triplicado. Lo mismo ocurría con los alimentos y los artículos de higiene personal, gracias al aumento de la demanda generada por la central. Luego descubrí que casi la totalidad de los huéspedes del hotel eran funcionarios del Consorcio Constructor de Belo Monte (CCBM), de Norte Energía S.A. (NESA) o de prestadores de servicios de las dos empresas.


    De ahí fui a la sede del Movimiento Xingu Vivo para Sempre en Altamira, donde conocería a Antonia Melo, lideresa feminista e ícono de la resistencia contra la destrucción de la Amazonía. Ella defiende los derechos humanos de la comunidad donde vive, y moviliza familias para protestar y exigir escuelas, energía eléctrica y pavimentación, entre otros derechos básicos colectivos. Estaban también una estudiante de secundaria y un profesor de una escuela primaria. Todos hacían parte del movimiento de resistencia a Belo Monte. El Xingu Vivo es un colectivo de organizaciones y movimientos sociales y ambientales de la región de Altamira y de las áreas de influencia del proyecto de la hidroeléctrica de Belo Monte, que agrega entidades representativas de ribereños, pescadores, trabajadores rurales, indígenas, habitantes de Altamira, afectados por las represas, movimientos de mujeres y organizaciones religiosas y ecuménicas. Su sede está ubicada en un edificio sencillo, discreto. En la puerta de entrada, de vidrio y con un intercomunicador, hay un papel con el logo de la organización. Dispone de aire acondicionado, plantas y algunos productos indígenas a la venta, lo que colabora a sostener la organización. La conexión a internet es lenta.


    Entre las cuestiones más preocupantes que mencionaban estaba el reasentamiento de las familias que vivían en las áreas que serían anegadas. El censo indicaba que era necesario reubicar a casi cinco mil familias. La empresa les ofrecía tres opciones, pero todas tenían sus inconvenientes: (i) la venta de la propiedad, por precios que eran considerados demasiado bajos, pues la demanda había “inflacionado” el mercado inmobiliario, y la compra de una casa en un lugar bien localizado exigiría muchos más recursos que los recibidos por la indemnización; (ii) el traslado hacia un conjunto habitacional que estaba construyendo el empresario, con unas quinientas casas de concreto. La gente consideraba que estas casas eran muy pequeñas, situadas en una región “alta” de la ciudad, de difícil acceso, sin oferta de servicios públicos como transporte y seguridad, además de presentar fallas estructurales y de no haber estado proyectadas de acuerdo con el tamaño de las familias; y (iii) el canon de arrendamiento social por el cual la empresa pagaría el alquiler de la familia durante un tiempo, que se limitaba a sólo 900 reales.


    Otra fuente de preocupación era la seguridad pública. Con la llegada desordenada de un contingente inmenso de personas que buscaban un desarrollo económico (a menudo promulgado por este tipo de obras) la ciudad sufrió una ola de violencia, con un aumento sustancial del consumo de drogas y muertes por causas violentas (véase tabla 1.2).


    


    Tabla 1.2. Indicadores socioeconómicos y ambientales del área del entorno de Belo Monte (a partir del año base de 2010)


    
      
        
        
      

      
        
          	
            Indicador

          

          	
            Antes y después de Belo Monte

          
        


        
          	
            Número promedio de homicidios

          

          	
            • 57 por 100.000 habitantes*


            • Entre 2011 y 2014 hubo un aumento de 80% en el número de asesinatos en Altamira*

          
        


        
          	
            Accidentes de tránsito

          

          	
            • 1169/año en 2014, un aumento de 144% en cuatro años*

          
        


        
          	
            Crímenes de lesión corporal

          

          	
            Detenciones por lesión corporal aumentaron 40% de 2010 a 2013**

          
        


        
          	
            Crimen de tráfico de drogas

          

          	
            • Aumento de 22 a 104 personas presas por tráfico de drogas entre 2011 y 2013**

          
        


        
          	
            Violencia sexual contra niños y adolescentes

          

          	
            • Número de episodios de violencia sexual contra niños y adolescentes en Altamira y cuatro veces mayor en 2013 relativamente al año de 2009*

          
        


        
          	
            Higiene y distribución de agua

          

          	
            • 0% del alcantarillado tratado, y menos de 2% de los domicilios de Altamira está conectado a las redes de alcantarillado previamente existentes*


            • 80% de la población de Altamira no tiene acceso al agua tratada

          
        


        
          	
            Desnutrición infantil

          

          	
            • 1/4 de niños desnutridos, aumento del 127% entre 2010 y 2012*


            • La desnutrición de niños indígenas pasó de 62,8 a 143,4 casos por 100.000 habitantes de 2010 a 2012**

          
        


        
          	
            Mortalidad infantil

          

          	
            • La tasa de mortalidad infantil indígena de Altamira es cuatro veces mayor que el promedio nacional*

          
        


        
          	
            Embarazo adolescente

          

          	
            • Aumento de 42,68% en el número de madres gestantes entre 2011 y 2014, sobre todo de adolescentes entre 12 y 14 años*

          
        


        
          	
            Salud

          

          	
            • El número de atendidos en el hospital municipal São Rafael (único de Altamira) subió de 266.475, en 2009 a 536.258 en 2014 (aumento de 101,24%)*

          
        


        
          	
            Educación

          

          	
            • La deserción escolar entre 2011 y 2013 en Altamira, en la Educación Básica, aumentó 57%*


            • La tasa de reprobación en la educación secundaria aumentó 92,3%*

          
        


        
          	
            Indicadores ambientales

          

          	
            • Entre 2008 y 2013 la deforestación en el interior de las Tierras Indígenas fue de 193,4 km2*


            • En 2012, la región del entorno de Belo Monte llegó a concentrar 56% de toda el área sujeta a explotación ilegal de madera en el estado de Pará*


            • Cantidad relativa de área degradada en la región en relación al índice total de Pará: 30% hasta 2011; 56% a partir de 2012*


            • De 2011 a 2012, la explotación maderera no autorizada aumentó 151% en Pará**

          
        


        
          	
            Reasentamiento de las familias afectadas

          

          	
            • Originalmente se registraron 7790 familias pero hubo construcción de apenas 3980 residencias*

          
        

      
    


    Fuente: * Instituto Socioambiental (2015); ** Folha de São Paulo (“Especial Belo Monte”, s.f.).


    Se denunciaban jornadas exhaustivas y condiciones degradantes de trabajo, además de intimidación a los trabajadores por la presencia de la Fuerza de Seguridad Nacional, un órgano del Gobierno Federal designado para garantizar la seguridad de las megaobras de infraestructura. Esa práctica fue “institucionalizada” sobre todo después de la revuelta de los trabajadores de la Central de Jirau, en Rondônia, en 2011, que dejó las habitaciones de los trabajadores destruidas. También eran frecuentes en Belo Monte los reclamos por la pésima calidad de la comida que servían a los empleados (en ocasiones directamente en mal estado), que provocó que muchos de ellos terminaran en el hospital de Altamira por diarrea y vómitos.


    Conversamos durante todo el día y comimos algo. Ya eran las 19.30 y Antonia, incansable, estaba allá, su nieta dormida en el suelo, esperando pacientemente que se cargaran unas páginas de internet. Quería reforzar su concepción sobre el papel del BNDES. Le pregunté si el banco, como decía, estaría presente en la región y si mantendría un diálogo con las comunidades locales. Según ella, no había noticias de consultas realizadas por el propio BNDES con las organizaciones no gubernamentales (ONG), movimientos o pueblos indígenas de la región, ni siquiera de manera participativa. El banco afirmaba que ya había ido varias veces a la obra a fiscalizar, pero su contacto con los afectados era inexistente o bastante limitado.


    Después de salir del Xingu Vivo, me dirigí a la orilla del río Xingu a cenar. Tan pronto me senté en un restaurante y pedí pirarucu con arroz, dos trabajadoras sexuales, Selena y Daniela, se sentaron en una mesa contigua. Estaban cansadas y se lamentaban porque el día no había sido provechoso. Como era domingo, les pregunté si las oportunidades de trabajo no eran mejores, a lo que respondieron que no. Los “peones” (como se referían a los obreros), según ellas, sólo querían beber y no estaban interesados en contratar prostitutas.


    De repente, dos hombres extranjeros, visiblemente borrachos, pasaron por ahí. Ellas les hicieron una seña y ellos se sentaron en su mesa. Incluso a disgusto, hice el papel de traductor. Los dos hombres eran empleados de una empresa europea que prestaba servicios para el consorcio responsable por Belo Monte. Ellos no hicieron mucha ceremonia para responder. Contaron que los obreros estaban trabajando por lo menos doce horas al día y hasta ochenta horas por semana (el pacto colectivo con el sindicato establecía un tope de cincuenta y cuatro horas semanales). Relataron que la Fuerza de Seguridad Nacional cometía actos de violencia e intimidación contra los trabajadores, con un historial de golpizas. Dijeron también que la calidad de la comida servida en los comedores era “terrible”, muchas veces cruda.


    Al oír aquello, Selena comenzó a hablar, bajo la mirada seria, callada y desconfiada de Daniela. Al comienzo, estaba dudosa, y me preguntó varias veces si yo no la iba a “entregar”. Comenzó a decir, con bastante indignación, que la Fuerza de Seguridad Nacional no tenía derecho a golpear a los obreros. Habló del tráfico de personas, de los incitadores que iban a otros estados de Brasil con la promesa de un óptimo salario para los futuros trabajadores, pero que en realidad eran más bajos. Selena también relató que sus amigos obreros se quejaban de la calidad de la comida en el interior de la obra. El pollo se servía crudo, las pastas, pegajosas y los frijoles, agrios. Así como me habían contado antes, los relatos corroboraban que los obreros sufrían infecciones intestinales a causa de la comida. Por último, ella habló del sensible aumento en el número de muertes, asesinatos y asaltos en la ciudad, con picos de intensidad durante el fin de semana. Hubo un intento de negociación entre los hombres y las trabajadoras pero, al final, cada uno se fue por su lado.


    Al día siguiente, acordé con Roberto ir en automóvil al almacén principal de obras y a la aldea Paquiçamba. Salimos cerca de las 9.30. La reserva indígena Paquiçamba está compuesta por tres aldeas, entre ellas la de los Marutus. En esta, hablamos rápidamente con hombres que nos informaron acerca de una reunión en otro pueblo de la misma reserva, sobre la ejecución del Plan Básico Ambiental (PBA), referido a las condiciones socioambientales. En el camino, recogimos a un indígena que nos dijo que la NESA había suministrado algunas plántulas para que pudieran hacer un cultivo, pero que estas cubrían sólo una fracción de las tierras que deberían ser cultivadas. Dimos una vuelta rápida y vimos las plántulas de cacao sin plantar y algunas casas en construcción. Las plántulas eran parte del programa de agricultura y subsistencia de la empresa, pero Roberto me informó que esos pueblos no eran agricultores, sino pescadores, y que por ello no sabrían cómo cuidar de una plantación de cacao.


    Conversé un poco con el excacique Manuel. Conforme había leído antes del viaje, él fue destituido del cargo por su propio pueblo, por no mostrar una posición decidida contra la obra. El caso de Manuel ilustra uno de los acontecimientos más escandalosos involucrados en la construcción de la UHE Belo Monte. Millones de reales de los recursos separados para el PBA fueron traspasados directamente a los indígenas, en cuotas de 30.000 reales por pueblo, como parte de las medidas de compensación y mitigación. El dinero fue utilizado por los indígenas sin que nadie les diera orientación alguna y, en general, destinado a la compra de elementos como televisores, vehículos y alimentos de supermercados. Estos traspasos fomentaron conflictos y escisiones entre los pueblos, además de perjudicar la seguridad alimentaria de los que los recibieron, ya que se despreocuparon temporalmente de la producción de sus propios alimentos.


    Al terminar la reunión que tenía lugar a pocos metros de allí, conversé con una indígena participante. No había representantes de la Fundación Nacional del Indígena (Funai) o de cualquier órgano público, ni del CCBM o de la NESA. Para dialogar con los indígenas sólo estaban las consultoras y empresas prestadoras de servicios, que habían sido enviadas para anunciar el funcionamiento de algunos puntos del componente indígena del PBA. Ella había reivindicado, durante la reunión, lo habitual: escuelas, salud y semillas. Conversé, entonces, con otro representante del mismo pueblo sobre las dificultades que enfrentaban con tantos cambios y sus inevitables problemas. Dijo algo interesante acerca de la disputa entre los órganos públicos locales y la NESA. Para él, había un juego de “transferencia de responsabilidades” entre los empresarios y los órganos gubernamentales. Esos conflictos son, en realidad, un patrón que se repite en obras de este porte, y que las licencias ambientales brasileñas buscan resolver de una manera eficaz, muchas veces imponiendo, es necesario reconocerlo, obligaciones a los empresarios que extrapolan lo razonable. En regiones como la del Xingu, históricamente el Estado estuvo ausente. Así, se intenta paliar las deficiencias crónicas como la carencia de infraestructura local de servicios públicos, por la inclusión de esos puntos en la concesión de la licencia. Lo que podría ser algo legítimo y necesario se transforma en una disputa sin fin, ya que el grado de carencia de servicios básicos es fruto de problemas estructurales, profundizados por la ocupación desordenada del territorio, lo que resulta en atrasos en la ejecución del proyecto, agudización de conflictos sociales y aumento de violaciones de derechos de grupos ya marginalizados y vulnerables.


    Entonces, le pregunté si había oído hablar del BNDES, a lo que respondió que el banco nunca había buscado a los indígenas y que antes ni siquiera había oído hablar de la institución. Después de eso, lamentó la disminución del número de peces, causada por las explosiones en las piedras y por la turbiedad del agua, fruto de los desechos de tierra resultantes de la excavación del lugar donde serían instaladas las turbinas. El agua también se había vuelto inservible para lavar la ropa, beber o bañarse. Como mínimo, los peces desaparecerían por cinco años, el período del represamiento total del río, al final del cual sería revertido.


    De regreso a la ciudad, le pedí a Roberto que me llevara a un barrio donde las personas serían desplazadas, para conversar con alguno de los residentes. Él me acercó a la sede de la Asociación de los Pescadores de Altamira. La situación era tanto o más dramática que la de los pueblos indígenas, toda vez que ni siquiera fueron tomados en cuenta como potenciales afectados por los estudios previos de impacto ambiental.


    Uno de los representantes de la asociación, Marcos, me dijo que esta reunía cerca de mil doscientos pescadores, de los cuales novecientos estaban activos. Relató que la NESA había prometido, como compensación, una nueva sede, pero que sería inadecuada, con una estructura incompatible con el tamaño de la entidad. Dijo que se habían reunido con la empresa en octubre de ese año y que los reclamos de los pescadores habían sido rechazados, que no tendrían derecho a compensación e indemnización ya que, como se dijo, no se verían “directamente afectados”. Marcos contó que no conocían una fecha exacta para el desplazamiento de los que vivían en el área donde quedaba la sede, y que no les daban ninguna información al respecto. Dijo que solicitaban ser trasladados hacia otra área cerca del río, y que incluso habían realizado una visita conjunta con el Ibama a la zona deseada, pero que no habían sido escuchados.


    Cuando regresé a la sede del Xingu Vivo, conversé un poco más con Antonia. Yo le había dicho antes que el açaí era una de mis comidas preferidas, y que el de Pará era mucho más sabroso que el que conseguimos en otras partes de Brasil, sobre todo en São Paulo, donde se acostumbra mezclarlo con bastante jarabe de guaraná, que lo endulza mucho más. Ella me había comprado una porción de açaí. Después me regaló un florero indígena que sentí como el nexo entre nosotros y el Xingu Vivo para Sempre.


    Belo Monte: ¿el símbolo de la ideología desarrollista de la actualidad?


    Cuando Belo Monte ocupaba los titulares de los diarios, yo no estaba acompañando de cerca la situación de los pueblos de la Amazonía y tenía una posición favorable a la hidroeléctrica, debido al clásico argumento de la necesidad de proveer energía a un país que se expandía económicamente. Muchas veces pienso sobre cuánto cambié mi posición y lo que puedo hacer para persuadir a otras personas a tener una mirada diferente sobre grandes proyectos de infraestructura, que prometen crecimiento y desarrollo, pero que entregan sufrimiento y muy a menudo acarrean costos económicos, sociales y ambientales superiores a sus beneficios. El mayor desafío consiste en hacerlo sin ser doctrinario y sin arrogancia.


    Según plantean Alexander Budzier y Bent Flyvbjerg, profesores de la Universidad de Oxford, en el Reino Unido, las megaobras de infraestructura están intrínsecamente sesgadas y a su alrededor se forma un “optimismo” y una “representación equivocada” de sus potenciales beneficios, casi como si hubiera una “ilusión colectiva” sobre ellas. El análisis de varios casos les permitió identificar una “ley de hierro” detrás de los megaproyectos de infraestructura, según la cual estos “siempre son ejecutados con atrasos y costos mayores que los previstos, repetidamente” (Budzier, 2015).


    Budzier sostiene que es preciso quitar el sesgo de la mirada que tenemos sobre obras faraónicas como Belo Monte. Él propone que la sociedad civil utilice un menú de estrategias para reducir el optimismo que circunda los megaproyectos, con base en un “compromiso constructivo”. Entre las alternativas se cuentan algunas viejas estrategias conocidas de la sociedad civil, como la formación de coaliciones, la realización de protestas y atraer a los medios de comunicación y a las figuras políticas internacionalmente relevantes. Otras fueron utilizadas con mayor precisión en casos recientes, como la producción de documentales y la elaboración de estudios técnicos rigurosos sobre los riesgos de los emprendimientos.


    Las provocaciones de los dos profesores me hicieron pensar en el caso de Belo Monte. Mi pregunta era: ¿todas las posibilidades fueron probadas y agotadas? La respuesta es que, en su mayoría, sí. La movilización en torno de Belo Monte reunió recursos y esfuerzos sin precedentes, e incluso se utilizaron las estrategias más sofisticadas, como la amplia coalición, nacional y transnacional, que surgió en defensa de los pueblos de la Amazonía afectados por la central, y que tenía como eje principal el Movimiento Xingu Vivo y su mayor lideresa, Antonia Melo.


    Se realizaron innumerables protestas en diferentes ciudades del país. Una escena memorable fue cuando los manifestantes se encadenaron a los portones de la agencia responsable por la licitación de la obra en un intento de impedir su realización. Algunas celebridades nacionales hicieron campaña contra Belo Monte en internet, con videos que explicaban los perjuicios de la central. Artistas internacionales de reconocido activismo como Sigourney Weaver, James Cameron y Darryl Hannah fueron hasta la Amazonía a manifestar su solidaridad y usaron su influencia para intentar sensibilizar a la opinión global sobre los efectos adversos de la obra. Un panel de especialistas integrado por científicos respetables de las universidades brasileñas más prestigiosas elaboró un informe sobre los impactos de Belo Monte, en contrapunto al severamente criticado Estudio de Impactos Ambientales elaborado por las empresas responsables por el proyecto y aprobado por el órgano ambiental brasileño.


    Algunas organizaciones de la sociedad civil hicieron un estudio bastante técnico sobre los diferentes riesgos de Belo Monte para los potenciales inversionistas. Se emitieron notificaciones extrajudiciales para todos los bancos interesados en financiar la obra con la advertencia de que ellos incurrirían en riesgos medidos de manera incorrecta y podrían, en el futuro, ser responsabilizados por los daños. Varios intelectuales escribieron diversos artículos de opinión en los periódicos más influyentes de circulación nacional e internacional, donde denunciaban la falta de consulta previa, libre e informada a los pueblos indígenas locales (luego rebatidos por artículos escritos en defensa de la obra). También hubo un frente de resistencia en el plano jurídico, que generó más de veinte acciones por parte del Ministerio Público Federal e incluso una medida cautelar por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a favor de los pueblos indígenas y poblaciones del entorno de Belo Monte.


    Pese a los esfuerzos, no alcanzó para detener la obra. Eso, desde mi perspectiva, sugiere que más que una visión “sin sesgo” colectiva y compartida, los megaproyectos de infraestructura para el desarrollo se transformaron en algo todavía mayor y más profundo, una “verdad incontestable” que poco a poco se incrusta en las instituciones y en la conciencia colectiva.


    Hannah Arendt sostiene que los regímenes totalitarios poseen dos bases: el terror y la ideología. Para Arendt, la ideología imposibilita cualquier experiencia de aprender algo nuevo. No analiza lo que es, sino lo que será. No tiene el poder de transformar la realidad, sino de arreglar los hechos para seguir un proceso absolutamente lógico (Conceição, 2008) y “actúa con una coherencia que no existe en ninguna parte en el terreno de la realidad” (Arendt, 1989: 29). La ideología tiene un carácter “racionalizante” de la vida y de la sociedad, y ajusta todo y todos a sus dogmas y sus límites. También subvierte la realidad, e impide que aprendamos con los hechos, porque estos son explicados a posteriori, de manera que la realidad siempre se ajustará a ella y no a la inversa, dependiendo de cómo las dinámicas sociales la vuelvan más o menos útil.


    Es posible identificar diversos elementos que componen el concepto de ideología arendtiano en algunos discursos desarrollistas y neodesarrollistas, entre los cuales podría citar la rigidez de sus dogmas y la capacidad de producir discursos racionalizantes de la realidad. El desarrollismo, en el sentido que empleo aquí, puede ser entendido como una amalgama de postulados, premisas y verdades absolutas sobre las condiciones óptimas y los objetivos del desarrollo propalados por la coalición político-económica dominante, algunos de los cuales parecían estar superados. Primero, el ideario modernizante del progreso, como un camino económico, cultural, artístico, intelectual e institucional hacia adelante, en una perspectiva restrictiva del pensamiento occidental moderno y contemporáneo. O, incluso, la marginalización, o la guerra declarada contra modos de vida que no se ajustan a los patrones explícita o implícitamente adoptados por la mayoría.


    Mi referencia a la obra de Arendt no pretende insinuar que en Brasil vivimos bajo un régimen con un sesgo totalitarista. Tenemos una democracia que, a pesar de sus crisis, cada vez se consolida más y cuenta con instituciones fuertes, capaces de absorber crisis políticas, económicas e institucionales graves. Si es una exageración decir que Belo Monte es un proyecto de régimen totalitario, parecería plenamente posible afirmar que el proceso de toma de decisiones de la central contiene resquicios de autoritarismo (no olvidemos que el proyecto fue concebido durante el período de la dictadura militar en Brasil). Se volvió clásica la frase de Dilma Rousseff, que en esa época ocupaba el puesto de ministra de Minas y Energía, en una reunión con movimientos sociales, cuando se le preguntó sobre el compromiso del gobierno con las comunidades locales y con la seriedad de los estudios previos de impacto ambiental. Según el relato de Antonia a la periodista Eliana Brum, Dilma contestó con un puñetazo en la mesa y les habría dicho a las presentes que “Belo Monte saldrá”. Después de eso, se levantó y se retiró de la sala sin dar a los presentes la oportunidad de responder (Brum, 2011).


    Como mínimo, Belo Monte es un hito en el retroceso a la protección de derechos de segmentos excluidos, vulnerables y minorías que poseen, en común, la incapacidad institucional, política y económica para evitar pagar el precio del desarrollo, en beneficio de la “mayoría”. Belo Monte es, como dice Eliane Brum (2015a), un monumento a la violencia, la faceta expuesta de las más profundas distorsiones estructurales de la democracia brasileña contemporánea, presentes también en varias otras naciones, incluso las más “consolidadas”: el patrocinio de intereses privados por instituciones que deberían buscar el bienestar público, la corrupción sistémica, la aceptación tácita de violaciones de derechos humanos en nombre del progreso económico, la perversa y cruel eliminación física y psicológica de modos tradicionales de vida y de visiones del mundo que no se ajustan a los paradigmas y valores de Occidente.


    Es cierto que las visiones en torno al desarrollo están lejos de ser unánimes. Existen quienes reconocen los efectos negativos de un desarrollo que busca el crecimiento económico por encima de la realización de derechos. Con todo, no es extraño que órganos involucrados en la formulación de políticas y desarrollo y de la aplicación de la ley adopten una visión de desarrollo como fenómeno intrínsecamente positivo, libre de efectos colaterales negativos. Un pasaje de una de las decisiones judiciales sobre la legalidad de Belo Monte ilustra bien cómo el Estado, mediante sus instituciones judiciales, endosa esa visión:


    Los tributos recogidos por los beneficiarios directos serán utilizados para el bien de todo el pueblo brasileño. En particular, en la fase de implantación de la empresa, el recaudo de impuestos sobre los servicios que serán realizados traerá recursos de gran monta a los Municipios donde serán realizadas las obras, posibilitando inversiones significativas en el ámbito social, proporcionando mejores condiciones de vida a toda la población de esta parte de la región amazónica… Se proyecta una creciente corriente de desarrollo que incluye la generación de empleo y la contratación de empresas que no serían directamente beneficiadas. En otras palabras, la UHE Belo Monte podrá configurar un decisivo corredor de desarrollo.[4]


    Cuatro años después del inicio de las obras, lo que auguraba la sentencia judicial de 2011 no podría estar más distante de la realidad de la región del entorno de la UHE Belo Monte, lo que denota cuánto estaba impregnada su argumentación por la ideología desarrollista restrictiva. Muchas de las previsiones y preocupaciones de la sociedad civil sobre los riesgos e impactos socioambientales de la obra, presentados por lo menos desde el final de los años ochenta y calculados bajo criterios financieros y económicos (Hurwitz y otros, 2011), se materializaron; algunos con mayor intensidad de la prevista en la época de la licitación y la licencia previa. Un estudio realizado por el Instituto Socioambiental, una de las organizaciones que monitorean el cumplimiento de las condiciones socioambientales por la empresa de la central, evidencia la dimensión de la degradación infligida sobre las comunidades que viven en el entorno de la UHE Belo Monte. Los datos dejan claro que el impacto abarca una proporción singular incluso si se lo compara con aquel causado por otras grandes obras de infraestructura en la Amazonía.


    A pesar de los estudios que comprueban que las condicionantes socioambientales no fueron cumplidas, la Central Belo Monte obtuvo a finales de 2015 la Licencia de Operación, la última etapa de la obtención de la licencia ambiental en Brasil. Cuando entre en operación, la central será la tercera mayor hidroeléctrica del mundo y la segunda mayor del país, sólo un poco menor que Itaipú. Con una capacidad de producción de 11.000 megawatts, deberá abastecer energía suficiente para atender el 40% del consumo residencial de todo el territorio nacional (Ministerio de Minas y Energía, s.f.). Pero esa comparación no tiene tanto sentido si se considera que Belo Monte está en su mayoría volcado hacia la atención de sectores industriales que demandan alto consumo energético.


    Pienso que obras como la Central Belo Monte existen porque su costo final (económico, social y humano) para la sociedad está sobredimensionado premeditadamente. En este punto es que entra el papel de la ideología en la legitimación de Belo Monte como un proyecto irrenunciable para el desarrollo y para el progreso del país. Como ya se ha dicho, las ideologías tienen el poder de negar los hechos, de crear consensos donde hay disensos, de pacificar conflictos, de callar voces y congelar estructuras de poder. En las palabras de Lilia Schwarz y Heloísa Starling, dos de las antropólogas brasileñas más respetadas,


    Las buenas ideologías son, pues, como un tatuaje o idea fija: parecen tener el poder de sobreponerse a la sociedad y generar realidad. De tanto escuchar eso, acabamos creyendo en ese país donde es mucho mejor oír decir que ver. Hemos construido una imagen tantas veces soñada de un país diferente –por cuenta de la imaginación, de la alegría y de una manera particular de enfrentar las dificultades– que acabamos reflejándonos en ella. Ahora bien, todo eso puede ser muy bueno y justificar un retrato. Pero Brasil es, se reitera, también un campeón en desigualdad social, y lucha con tenacidad para construir valores republicanos y ciudadanos (Schwarz y Starling, 2015: 19; el resaltado me pertenece).


    Entre quienes ven sus voces silenciadas y su lucha a menudo desacreditada, están los pueblos indígenas y tradicionales. Esos, después de luchar mucho en la arena internacional, ganaron el derecho de la Consulta Previa, Libre e Informada (CPLI) sobre proyectos y medidas administrativas que puedan afectarlos directa o indirectamente. En algunos casos en que los proyectos de desarrollo puedan causar significativos impactos, esos pueblos tienen derecho a detenerlos si no existe su consentimiento previo, libre e informado. La CPLI es un corolario del principio de autodeterminación de los pueblos indígenas, y está contemplada en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en el Convenio 169 de la OIT y en el ordenamiento jurídico brasileño por el art. 231 de la CF/88. Es el instrumento que posibilita a los indígenas y tradicionales deliberar sobre leyes y actos administrativos que apunten a implementar emprendimientos o actividades que los afecten directa o indirectamente. La autorización para la explotación de recursos hídricos y potenciales energéticos en territorios indígenas, o incluso fuera de ellos, cuando tal explotación tenga la prerrogativa de influir en sus vidas, costumbres y tradiciones es un ejemplo claro de una situación que requiere CPLI.


    El derecho brasileño reconoce el principio de autodeterminación de los pueblos en el art. 4º de la Constitución Federal, tanto como mecanismo de consulta de las comunidades indígenas afectadas por el aprovechamiento de los recursos hídricos, incluidos los potenciales energéticos, como por la investigación y trabajo de las riquezas minerales que se encuentren en sus tierras (art. 231, § 3 de la Constitución Federal). Lo que se verifica en el caso de Belo Monte, sin embargo, es que esas consultas fueron conducidas apenas para cumplir con los requisitos formales, sin que las comunidades fueran escuchadas e influyeran en el proceso. Como ya se expuso, las comunidades indígenas se quejan de que esas consultas no fueron previas, ni libres y ni siquiera mínimamente informadas sino, al contrario, realizadas después de haber sido tomada la decisión por parte del gobierno y sin que tuvieran acceso a una versión comprensible de los estudios de impacto ambiental. Así, no parece que hayan sido garantizadas a los indígenas las condiciones que les permitieran cuestionar el concepto de desarrollo económico a partir de la explotación de sus territorios y recursos naturales.


    La UHE Belo Monte también es un caso emblemático de que proyectos de infraestructura ejecutados sin procesos transparentes e inclusivos de participación, con riesgos socioambientales subdimensionados y con medidas de mitigación y compensación insuficientes para hacer frente a los impactos, generan perjuicios de orden material para los propios empresarios y para la sociedad como un todo. Gomide y Pires (2014), del Instituto de Investigaciones Económicas Aplicadas, analizaron ocho políticas y programas del Gobierno Federal bajo la óptica de las “capacidades técnico-administrativas” y de las “capacidades políticas”[5] del Estado para su implementación. Las capacidades políticas, en la visión del estudio, estarían asociadas “a la promoción de la legitimidad de la acción estatal en contextos democráticos, mediante la movilización de la sociedad y la articulación y compatibilización de intereses diversos en torno a plataformas comunes” (Gomide y Pires, 2014: 14). Un mayor nivel de capacidad política sería el funcionamiento efectivo de “canales de interlocución con la sociedad civil y con los agentes del sistema político-representativo en los procesos de producción de políticas públicas” (Gomide y Pires, 2014: 15).


    El ejemplo usado para ilustrar una iniciativa con bajo nivel de capacidades políticas y de capacidades técnico-administrativas fue exactamente la UHE Belo Monte, que recibió más de 25 billones de reales del BNDES. Para llegar a ese resultado, el estudio tomó en cuenta, entre otros elementos, el alto nivel de judicialización de los conflictos que permean la obra, las fallas de las consultas realizadas a lo largo del proceso de otorgamiento de licencias, la poca influencia de los mecanismos de participación social sobre las decisiones de órganos ejecutivos, la ausencia de audiencias con comunidades indígenas, la incapacidad de procesamiento y conciliación de conflictos a través del Congreso y los atrasos expresivos y sucesivos reveces, como interrupciones en el proceso de otorgamiento de licencias y la parálisis debida a huelgas de trabajadores y manifestaciones y acciones de protesta de los grupos afectados (Gomide y Pires, 2014).


    La conversión de “incapacidades políticas” en atrasos en la ejecución del cronograma previsto sucedió en Belo Monte de la forma como señala el estudio citado. NESA, la empresa responsable por la obra, buscó sin éxito pedir un “descargo” para la agencia reguladora competente, la Agencia Nacional de Energía Eléctrica, con el objeto de quedar exenta de cualquier responsabilidad por el atraso de más de un año en el cronograma de las obras. Ninguno de estos intentos por la vía administrativa prosperó, lo que acaso se transformará en una discusión judicial, toda vez que, por el contrato administrativo, la empresa debe comprar en el mercado la energía que debería generar a partir de la fecha estipulada inicialmente. Esa cláusula le puede imponer un costo exorbitante, e incluso comprometer la viabilidad del proyecto como un todo, ya que el precio de la energía en el mercado brasileño ha alcanzado niveles históricos de alza en razón de factores como la escasez de lluvia e intervenciones en el sistema de formación de precios a raíz de las políticas gubernamentales. Sin lluvias, el sistema necesita ser alimentado por centrales termoeléctricas, como un plan “B”, pero cuyo costo es superior al de la generación a través de las hidroeléctricas.


    La sobrecarga de los equipamientos públicos locales, el aumento generalizado de los índices de violencia, la desestructuración del tejido social y de las relaciones familiares, el aumento de los casos de violencia contra la mujer, las violaciones a los derechos laborales y de pueblos indígenas e incluso la corrupción involucrada en obras como la UHE Belo Monte son apenas algunos de los factores que hicieron evidente que las megaobras de infraestructura poseen costos que pueden superar con creces los potenciales beneficios.


    Todos esos costos se están discutiendo en diversas instancias. El impacto de la UHE Belo Monte y la responsabilidad del BNDES por financiar una obra con tantos efectos negativos están en cabeza de los más variados actores. Un ejemplo es el Xingu Vivo y sus pares, como el Instituto Socioambiental, que siguen denunciando, a través de manifestaciones, informes y otros mecanismos de debate público, el incumplimiento de las condiciones fijadas por el Ibama y la pasividad del BNDES al momento de exigir a los empresarios el cumplimiento de las normas, bajo pena del vencimiento anticipado del contrato. En el plano jurídico, la UHE Belo Monte se convirtió en el objeto de casi treinta litigios, veinticuatro de ellos iniciados por el Ministerio Público Federal de Pará, por medio de las Procuradurías de Belém y Altamira. Después de cuatro años de la autorización de la obra, el Poder Judicial brasileño permanece inerte y no tomó ninguna decisión de mérito sobre las denuncias de violaciones de derechos humanos y daños ambientales en la construcción de Belo Monte.


    En la esfera internacional, el Xingu Vivo, junto con otras entidades, llevó el caso de Belo Monte a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que llegó a expedir una medida cautelar solicitando que el Estado brasileño suspendiera el proceso de otorgación de licencias y la ejecución de las obras de la central hasta que se realizara el proceso de consulta con los pueblos indígenas locales y que se adoptaran medidas para proteger su vida e integridad personal. Mientras tanto, el gobierno reaccionó a la medida de la comisión de manera contundente, incluso con la amenaza de no traspasar fondos a la entidad y la negativa de nombramiento de un comisionado.


    Balance final: ¿qué cambió y qué se necesita hacer todavía?


    Después de más de dos años de la reunión en la cual fueron definidos los primeros pasos de la investigación, y luego de observar de cerca otras obras financiadas por el BNDES, además de haber discutido directamente con la entidad sobre esto, ¿cuál es el saldo de los cambios y de lo que aún es necesario hacer de aquí en adelante? Un balance sobre este proceso puede dividirse en al menos dos frentes. El primero tiene que ver con los cambios en las políticas y los procesos del banco, tanto aquellos realizados por su propia acción como los propiciados por factores externos. El segundo consiste en analizar qué cambió en la manera como la propia sociedad civil se articula para definir y ejecutar estrategias para influir en la construcción de un BNDES que promueva los derechos humanos y la agenda ambiental, además de la sensibilización de la sociedad en general.


    Sobre el primer requisito, es posible decir que hubo avances más notables en el campo de la transparencia institucional que en la manera como el banco enfrenta los desafíos y las fragilidades del otorgamiento de la licencia ambiental brasileña y la garantía de derechos en el contexto del desarrollo. En ese último campo, el BNDES todavía se resiste a asumir una postura más transformadora.


    Incluso en el campo de la transparencia, y a pesar de las mejoras en la divulgación del BNDES en los últimos cinco años, aún existen problemas en el acceso a la información por parte de una sociedad que necesita evaluar el nivel de cumplimiento de la política socioambiental y del marco legislativo brasileño. Entre las acciones que el banco aún debe mejorar para convertirse en una institución con estándares avanzados de transparencia están: (i) proporcionar justificaciones bien fundamentadas para las inversiones que se destinan; (ii) demostrar, bajo los patrones esperados (y legalmente exigidos) de rendición de cuentas y de apertura democrática, los beneficios sociales de sus estrategias de inversión; (iii) divulgar informaciones relativas a los aspectos ambientales y sociales de los proyectos financiados; (iv) proporcionar a las comunidades afectadas información mínima sobre proyectos en pipeline o en fase de ejecución.


    Por ese motivo, las organizaciones de la sociedad civil se volcaron de nuevo hacia espacios decisorios y de debate público externos al banco, en un conjunto de estrategias de incidencia.


    Las organizaciones actúan de manera muy variada, y guardan coherencia con su historial y con sus misiones. Para Conectas, el fortalecimiento de las instituciones democráticas es uno de los objetivos que consta en el enunciado de su misión y, por lo tanto, atraviesa todos los programas de la organización. De acuerdo con esto se realizaron acciones dirigidas al perfeccionamiento en la rendición de cuentas del BNDES a la sociedad y su respeto a los derechos humanos y al medio ambiente.


    La actuación de Conectas se basa en las recomendaciones dirigidas al BNDES, al Congreso nacional y a los órganos del Poder Ejecutivo federal, inclusive al Banco Central, que se exponen en la parte final de la publicación sobre el BNDES, de agosto de 2014. Aquí cabe mencionar que una versión preliminar del estudio fue presentada al banco meses antes de la fecha de publicación, y discutida en una reunión con representantes de la alta administración de la entidad. Esto se debe al seguimiento de mejores prácticas de elaboración de informes por parte de organizaciones de la sociedad civil sobre abusos de derechos humanos por parte de empresas. El objetivo consiste en posibilitar a la empresa el derecho de presentar su visión sobre los hechos narrados previamente a la divulgación al público y, en caso de ser procedentes, incorporar las críticas o registrar la respuesta de la empresa en una parte específica.


    De las recomendaciones hechas al BNDES, Conectas enfatizó sobre todo la reforma de la auditoría (Ouvidoria), considerando la deficiencia del banco en establecer canales directos de comunicación entre la institución y los individuos y comunidades afectadas, a través de los cuales sean oídos y puedan presentar demandas y hacer denuncias. Ya sea la propia auditoría o algún órgano de gobernanza específico creado para esa función, es fundamental que el mecanismo permita la investigación de denuncias de violaciones y que sea apto para realizar propuestas para la mejora de los procesos internos del banco, además de verificar la transparencia en el tratamiento dado a las quejas recibidas y a su propio funcionamiento. Conectas también utiliza el canal de Servicio de Información al Ciudadano, obligatorio para todos los entes públicos, y a través de pedidos de acceso a la información busca entender mejor cómo la política socioambiental del banco funciona en la práctica para evitar y mitigar violaciones de derechos humanos e impactos ambientales, especialmente en inversiones realizadas fuera de Brasil.


    De las propuestas hechas al Congreso nacional se destaca la visita periódica de los dirigentes del BNDES para ser oídos no sólo sobre asuntos económico-financieros, como los subsidios que contienen los préstamos del banco, sino también acerca de las medidas adoptadas para prevenir, mitigar y reparar las violaciones a los derechos humanos cometidas por empresas beneficiarias.


    También en el ámbito legislativo, Conectas monitorea la presentación y tramitación de proyectos legislativos dirigidos a otorgar mayor transparencia al BNDES, para influir sobre ellos y mejorarlos. Por ejemplo, actuamos para que se incluyan condicionantes de derechos humanos u otras obligaciones de naturaleza socioambiental en los instrumentos legislativos que autorizan traspasos de recursos del Tesoro al banco.


    Otra actuación importante se realiza con el Banco Central, a partir de la promulgación de la Resolución 4327/2014, que obligó a todas las instituciones financieras del país a crear o actualizar su política de responsabilidad socioambiental. Conectas desarrolla un trabajo de monitoreo de la creación e implementación de los planes de acción presentados por el BNDES y los principales bancos brasileños para la operacionalización de dicha política. El Banco Central tiene un papel fundamental en monitorear la aplicación concreta de las políticas socioambientales de las instituciones financieras brasileñas y, si es necesario, aplicar penalidades en los casos de incumplimiento.


    Por último, considerando que el fortalecimiento de la democracia demanda un intenso debate público, Conectas organiza eventos para especialistas, donde estos exponen sus puntos de vista y realizan sugerencias sobre los más diversos asuntos que involucran la actuación del BNDES.


    Conclusión


    Entre la primera versión de este texto y su revisión final, ocurrió uno de los episodios más tristes desde que comencé el seguimiento del caso de Belo Monte: Antonia Melo fue obligada a salir de su casa, porque estaba ubicada en el área que será anegada por el reservorio de la central. El 11 de septiembre de 2015, Antonia fue víctima de un acto de violencia legitimado por un choque de visiones de mundo. Retirar a la fuerza, sin su consentimiento, sin una indemnización justa, sin preservar la mínima dignidad, a personas que habitan un lugar desde hace años, décadas y, en el caso de los indígenas, siglos, en nombre de un proyecto de “modernización” ya anacrónico al momento de nacer es, sobre todo, un acto de desprecio por la riqueza de su cultura y su patrimonio inmaterial, de indiferencia hacia un proyecto de vida diferente al que la mayoría escogió (o siempre vivió), y una falta de humildad para percibir que el futuro no es un camino de una sola vía.


    Desde la distante São Paulo, yo estaba al tanto, atónito y desolado, de las noticias de la demolición de su casa, tratando de encontrar una forma de expresar mi solidaridad y de sensibilizar al mayor número de personas posible, para que se frenara inmediatamente ese flagrante abuso. Por supuesto, la situación ya era irreversible, y no había nada que pudiera hacerse para mantener a Antonia en la casa que escogió para vivir, criar a sus hijos y cuidar su vergel lleno de palmeras de açaí. Los días siguientes fueron de tristeza, pesar e incluso de un sentimiento de culpa. “Yo podría haber hecho mucho más”, no dejaba de pensar. Fue entonces cuando leí una entrevista a Antonia. Ya conocía su personalidad altiva, su talante “duro”, su fuerza extraordinaria y su coraje irresoluto. Pero aún así quedé en shock cuando leí lo que dijo:


    Expulsarme de aquí es otro intento de ellos por querer callarme. No lo van a conseguir. Ellos me van a arrancar de aquí, a destruirlo todo, pero jamás lograrán callarme. Incluso si sonríen y sabiendo que seguro me derrotarán, siento lástima por ellos. Porque ellos son los derrotados. Porque nunca tendrán en su vida la paz y la conciencia que yo tengo. La paz de quien no fue cobarde, que no retrocedió. Yo continúo empuñando mi bandera (Brum, 2015b).


    Hace algún tiempo pensaba cuál era mi papel como abogado de derechos humanos, especialmente en mi área específica, que atañe a los conflictos entre el desarrollo económico y el humano, social y la justicia ambiental. No tengo aún una respuesta cerrada para esa pregunta, incluso porque, por más que parezca un cliché, el mundo cambia muy rápido y cada día las nuevas tecnologías, los eventos económicos, políticos y sociales alteran la dinámica de las cosas. Surgen nuevos patrones de violaciones, se forman nuevas amenazas y, afortunadamente, se diseñan también nuevas respuestas para resguardar los derechos humanos y hacer justicia en medio de los cambios acelerados.


    Según mi experiencia profesional y de vida, a pesar de no ser ninguna de ellas muy extensa, creo que uno de los mayores cuidados que deben tener los abogados, defensores, militantes y simpatizantes de la causa de los derechos humanos y de la justicia ambiental es el de no dejar que su lucha y sus ideas se conviertan en un solipsismo, retirándoles la capacidad de dialogar con aquellos que no poseen la oportunidad, el interés o el tiempo de ver y oír de cerca las historias reales de personas afectadas por violaciones.


    Sobre el objeto más concreto de este capítulo, continúo convencido de que un cambio en los parámetros de financiamiento tiene un considerable potencial transformador hacia un mayor respeto de derechos en el proceso de desarrollo. Sé que quienes financian estos proyectos no poseen los incentivos para hacer las transformaciones requeridas, pero también que es necesario que haya cambios de actitud provenientes de diversos frentes.


    Un debate honesto sobre el papel del BNDES en la promoción de derechos sociales debe partir del reconocimiento de su papel fundamental en el incremento y posesión de los derechos humanos, sobre todo si se tienen en cuenta las inversiones considerables en áreas “socialmente amigables”, como el microcrédito (inclusión bancaria) e infraestructura social, el acceso a higiene, agua e instalaciones educativas. Además de eso, el BNDES desempeña un papel importante en la gobernanza ambiental, impactos de gestión, prevención y reparación cuando actúa como administrador del Fondo Amazonía y del Fondo de Cambios Climáticos.


    Sin embargo, esa óptica no excluye la mirada crítica sobre el BNDES, que desempeñó un papel por debajo de su capacidad en la promoción de derechos humanos y ambientales, especialmente en función de su singular capacidad política y económica. Para Cardoso y otros (2015), las soluciones encontradas por el BNDES a la falta de sostenibilidad de los proyectos que financia son “salidas por la tangente”. En lugar de buscar el fortalecimiento de su propia política socioambiental, dotándola de herramientas para una mayor efectividad y porosidad para la absorción de aprendizajes a partir de las experiencias concretas, el BNDES busca, a través de políticas y programas paliativos, la misión imposible de revertir el pasivo generado por los megaproyectos que financia. Esa postura sólo genera frustraciones.


    Considero que el mayor desafío para el futuro consiste en encontrar maneras creativas e innovadoras de sensibilizar los corazones y las mentes de las personas. Eso presupone la ardua tarea de hacer que los hechos hablen con más fuerza que las ideologías, o sea, es necesario que las personas se vean confrontadas con la realidad, sin importar la incomodidad que ella cause y las barreras que deban superarse para hacer que las personas “vean”, y no sólo “oigan decir”. Creo que un conocimiento más amplio de los casos dramáticos de pérdida de patrimonio material e inmaterial por parte de comunidades y poblaciones enteras es fundamental para hacer que el debate sobre el financiamiento de bancos públicos y el desarrollo social y humano gane más adeptos. Sin embargo, un desafío coyuntural es sensibilizar a las personas sobre el sufrimiento ajeno en medio de una situación económica desfavorable, como la que se comienza a vislumbrar en el Brasil actual. En esas circunstancias, las personas tienden a preocuparse por su futuro inmediato, por la estabilidad de su empleo o por su poder adquisitivo, lo que dificulta convencerlos de que las injusticias impuestas a una tribu indígena o a una comunidad de pescadores se relaciona íntimamente con lo que somos como sociedad y lo que seremos en el futuro. Estas disputas que ya se encuentran bien establecidas en el seno de un país de desarrollo económico tardío como Brasil, como las relaciones confusas entre lo público y lo privado, la tensión entre lo económico y lo social, la convivencia de lo “moderno” con lo “tradicional”, se sitúan en el umbral entre el desarrollo y los derechos humanos.


    En el eslabón perdido entre esos valores aparentemente contrastantes es que podemos encontrar un horizonte para nuestros dilemas más profundos, y pistas que nos indiquen hacia dónde debemos caminar si estamos comprometidos con una sociedad más justa, igualitaria, incluyente, republicana y fundada en valores democráticos y humanos.


    La próxima gran etapa, por lo tanto, presupone un ingenio en ligar las cuestiones socioambientales con temas que interpelan más al público en general, sobre todo el de los grandes centros urbanos distantes de los territorios donde ocurre la explotación de recursos naturales. En el caso de Belo Monte, por ejemplo, algunas noticias vehiculadas por los medios relatan que representantes de las empresas que componen el CCBM habrían admitido a procuradores federales el pago de 100 millones de reales en sobornos para llevar a cabo la obra. Explorar esos lazos entre la corrupción, la mala gestión de recursos públicos, la falta de transparencia en el proceso decisorio de obras públicas, el atraso en su ejecución y los conflictos sociales y ambientales que ellas generan es una tarea de la que no se puede seguir huyendo.


    Ese puede ser un camino para revertir las “innumerables formas de violencia que acompañan el proceso de desarrollo… al silenciamiento, en fin, de las innumerables formas de ver, ser, hacer y decir” (Zhouri y Valêncio, 2014: 11-12).
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